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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de diciembre del año 2013, dos mil trece. . 
V I S T O para resolver el expediente número 345/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra de la Dirección de Verificación Normativa del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que haciendo un estudio integral del escrito de demanda y del escrito de aclaración de la misma, así como de sus anexos, se desprende que la parte actora impugna la multa …, que se le impuso el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa de esta Municipalidad y el requerimiento de pago …, emitido por el Director de Ejecución; cuya existencia se encuentra acreditada en autos de esta causa, con la copia simple del referido requerimiento de pago, la que forma parte del sumario y con el reconocimiento que hacen las autoridades en la contestación de la demanda, en el momento de ofrecer dicha copia simple como prueba de su parte. . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del  Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

El Director de Ejecución en la contestación de la demanda aduce que el acto reclamado fue consentido de conformidad con el artículo 241 fracción III, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo transcribe; sobre el particular se precisa que el citado artículo 241, contempla las causales de improcedencia del recurso administrativo, por ello, no se aplica en proceso administrativo, el que se rige por sus propias normas jurídicas, sin embargo, se procederá a determinar si en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que no se ACTUALIZA, en razón de que la demanda se encuentra promovida dentro del término de 30 días hábiles, contemplado en el artículo 263, primer párrafo, del mismo Código, ya que por un lado el actor expresa en su demanda que conoció la multa impugnada hasta el día 10 diez de agosto del año 2012 dos mil doce, fecha en que se le notificó el requerimiento de pago de la multa y la demanda se presentó el 10 diez de septiembre del mismo año y por otro lado la autoridad demandada no exhibió acta de notificación alguna de fecha anterior a la mencionada por el justiciable, por tal motivo, en la especie, se parte de la premisa de que se tuvo conocimiento de la multa combatida el día que expresa en su demanda, por ende, la demanda se encuentra presentada dentro del plazo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Director de Verificación Urbana en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que  no se afecta el interés jurídico de la parte actora, toda vez que no agrega a los autos la Licencia del Anuncio. Causal de improcedencia que no se ACTUALIZA, en virtud de que en la demanda el actor sólo impugna lo relativo a la imposición de la sanción que consiste en la multa …, por esta razón sí cuenta con interés jurídico para impugnarla, ya que para la aplicación de una sanción de carácter económico, en los artículos 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 223 y 225 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, se establece y protege a favor de los particulares el derecho de audiencia previa que consiste en dar la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas y de formular alegaciones, por tal motivo, en lo tocante a la sanción económica, en el considerando siguiente se abordará el estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda en cuanto a la multa; de este modo, no se requiere de la Licencia de Anuncios, para justificar el interés jurídico a fin de impugnar la sanción económica, pues como se dijo, se tiene tutelado por normas jurídicas el referido derecho subjetivo. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Número de Registro: 178,070; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XXII, Julio de 2005; Tesis: I.15o.A.35 A; visible  Página: 1377, bajo el siguiente rubro: “ANUNCIOS. CUANDO LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA NO SÓLO ORDENA SU RETIRO, SINO TAMBIÉN IMPONE MULTAS, EL AFECTADO CON ÉSTAS CUENTA CON INTERÉS JURÍDICO PARA SOLICITAR EL AMPARO. Cuando en una resolución administrativa dictada dentro de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, se imponen sendas multas al quejoso y se le ordena retirar el anuncio publicitario instalado en un inmueble de su propiedad, por no contar con la licencia o autorización correspondiente para instalarlo y operarlo de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 57, 65, fracción I, y 118, párrafo segundo, del Reglamento de Anuncios para el Distrito Federal; si bien es cierto que conforme a la Ley de Amparo el juicio de garantías únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique el acto reclamado, que la falta de afectación a su interés jurídico implica el sobreseimiento en el juicio y que de conformidad con el citado reglamento de anuncios se requiera licencia o permiso para instalar, distribuir, ubicar o modificar anuncios publicitarios; sin embargo, la quejosa no necesita acreditar que cuenta con la licencia o autorización correspondiente para justificar su interés jurídico a efecto de reclamar la referida resolución sólo en lo relativo a las sanciones económicas que le fueron impuestas, pues si figuró como parte y además se dirigió expresamente a ella, es patente que se crea en su perjuicio una situación jurídica concreta, en la medida en que afecta su patrimonio; máxime si su pretensión en el amparo no es que pueda seguir operando el anuncio publicitario instalado  en el  inmueble de su propiedad, sino el que se dejen sin efecto las sanciones económicas y las obligaciones impuestas a su cargo.”. . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de estas causales de improcedencia y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ningún otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.-. Que la parte actora en el segundo párrafo del punto 8 octavo del capítulo de hechos de la demanda, expresa un concepto de impugnación en el sentido de que en ningún momento se concluyó el procedimiento administrativo en su contra y tampoco fue notificada resolución alguna al expediente … y sin embargo se dio la instrucción al Dirección General de Ingresos de la aplicación de la multa y no se le dio la oportunidad de defenderse, violando con ese acto su garantía de audiencia establecida en el artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece: “Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”. En tanto que, la autoridad demandada en su contestación aduce en lo esencial que se salvaguardaron todas y cada una de las disposiciones legales y constitucionales aplicables al caso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO el concepto de impugnación expresado en el escrito de demanda, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El procedimiento administrativo de inspección se rige por la garantía de audiencia previa, tutelada en los artículos 14 párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, opera respecto de los actos privativos, entendiéndose por éstos, aquellos que en sí mismos constituyen un fin, con existencia independiente, cuyos efectos de privación son definitivos y no provisionales o accesorios; en ese sentido, se concluye que la multa impuesta por la autoridad administrativa que califica los hechos u omisiones que se hicieron constar en el acta de inspección levantada … con motivo de la visita para verificar la existencia de Licencia de Anuncio ubicado en la calle …, de esta ciudad, constituye un acto privativo y, por ende, se rige por el derecho de audiencia previa, pues de acuerdo con lo estipulado por el artículo 225 de la misma Ley Orgánica, para la aplicación de la sanción que en derecho corresponde, se atenderá a lo dispuesto por el reglamento relativo; los numerales invocados en supralíneas en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 14.- …

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

…”
“Artículo 223.- En el procedimiento de calificación de la infracción e imposición de la sanción correspondiente, se respetará la garantía de audiencia del infractor.”
“Artículo 225.- Para los efectos y aplicación de las sanciones, se atenderá a lo  dispuesto por el  reglamento relativo, a las  circunstancias en que se  cometió  la 
infracción y a la situación económica y personal del infractor.”

Ahora bien, por la fecha en la que se inició el procedimiento administrativo de inspección la autoridad demandada aplicó el Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, el cual en su Capítulo Décimo Segundo, denominada “De las inspecciones”, establece las fases formales del procedimiento; sin embargo, es el caso que el Director de Verificación Urbana, omitió aportar al sumario que se resuelve, la resolución administrativa a través de la cual llevó a cabo la calificación de la infracción, en donde determinó la comisión de la falta administrativa a cargo del justiciable y la aplicación de la sanción; de ahí resulta que por la naturaleza del procedimiento administrativo de inspección, es     incuestionable que previamente a la imposición de la sanción de carácter administrativo, la autoridad debe otorgar al gobernado la garantía de audiencia a que se refiere el artículo 223 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, respetando todas las formalidades esenciales del procedimiento administrativo, contemplado por el Capítulo Décimo Segundo, del aludido Reglamento de Anuncios, es decir, el Director de Verificación Urbana tiene la obligación de emitir una orden de inspección, practicar una visita de inspección, citar al presunto infractor a un audiencia de calificación, celebrar la audiencia de calificación de la infracción, en la que se le dé al visitado la oportunidad de ofrecer, desahogar pruebas sobre las que funde su defensa y de alegar en su defensa, emitir una resolución de calificación de la infracción, en la que resuelva su situación jurídica, esto es en otras palabras, determinar la infracción administrativa y aplicar la sanción que en derecho corresponda, notificar y ejecutar dicha resolución. . .  . . . 
Sin embargo, es el caso que el Director de Verificación Urbana, no demostró en autos que llevó a cabo las formalidades esenciales del procedimiento administrativo, dado que omitió aportar la citación a la audiencia de calificación, el acta en la que hizo constar la referida audiencia y la notificación de la resolución de calificación de la infracción, de esta manera, resulta evidente que la aplicación de la multa al actor …, no se realizó conforme a las formalidades del procedimiento administrativo de inspección, por lo que carece del elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tanto, es ilegal; vicio que causa un perjuicio de manera directa e inmediata en la esfera de derechos del justiciable, por ende, se vulneran en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, con lo que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo anterior y conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la multa aplicada al actor …, para el efecto de reponer el procedimiento a partir de la citación a la audiencia de calificación; siendo lo anterior así, también resultan afectados de nulidad los actos consecuentes como lo es el requerimiento de pago …, emitido por el Director de Ejecución, por la misma cantidad, pues este acto fiscal es de carácter accesorio y como tal sigue la suerte del principal que aparece viciado de origen. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Conforme a lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción II, del Código de Procedimiento y  Justicia  Administrativa para el  Estado y los  Municipios
de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la multa aplicada al actor … y de su acto consecuente como lo es el requerimiento de pago…, emitido por el Director de Ejecución, por la misma cantidad; en el entendido de que dicha nulidad es para el efecto de reponer el procedimiento a partir de la citación a la audiencia de calificación; lo anterior, por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
